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Exp. 06-000351-0161-CA 

Res. 000768-F-S1-2009 
SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.-

San José a las dieciséis horas cinco minutos del veinticuatro de julio de dos mil nueve. 

Proceso contencioso administrativo -especial tributario- establecido en el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Tercera, por KASAKELA INC. SOCIEDAD ANÓNIMA, representada por su presidente, Adi Lande Goldhaber, empresario, vecino del Estado de Israel; su secretario, Reuven Saffati Itah, comerciante; y, su tesorera, Talia Lubrani Folkman, viuda, empresaria, vecina del Estado de Israel, pasaporte de su país no. 5797783; contra el ESTADO, representado por el procurador Iván Vincenti Rojas, divorciado. Figuran además como apoderados especiales judiciales de la actora, Melvin Rudelman Wohlstein, y José Antonio Saborío Carrillo. Las personas físicas son mayores de edad, casados y con las excepciones hechas, abogados y vecinos de San José. 

RESULTANDO 

1.-

Con base en los hechos que expuso y disposiciones legales que citó, la actora estableció proceso contencioso administrativo -especial tributario-, cuya cuantía se fijó en la suma de quince millones quinientos veintisiete mil trescientos treinta y nueve colones, a fin de que en sentencia se declare: "1) Que el traslado de cargos sancionador por infracción por falta de ingresos por omisión o inexactitud número 1931000116491 del 31 de marzo del 2006 es nulo e ilegal por contrario a derecho. 2 a) Que se declare que ante la imposibilidad por parte de la Administración Tributaria de San José de demostrar reproche alguno en contra de la conducta de mi representada, no es aplicable la sanción por falta de ingreso o inexactitud estipulada en el numeral 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 2 b) De forma subsidiaria, se solicita, que en el caso de rechazarse la inaplicación de dicha sanción, se disminuya el monto de la misma de un 75% a un 25% del total de la diferencia tributaria determinada, ante la ausencia de comprobación del dolo por parte de la Administración Tributaria. 3) Que el Estado, en caso de oposición a la presente demanda, debe pagar ambas costas de la acción.” 

2.-

El representante estatal contestó negativamente y opuso la excepción de falta de derecho. 

3.-

El Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Novena, integrado por los Jueces Sandra Quesada Vargas, Francisco Jiménez Villegas y Eduardo González Segura, en sentencia no. 03-2008 de las 14 horas 30 minutos del 14 de agosto de 2008, resolvió: “Se acoge parcialmente la Excepción (sic) de Falta (sic) de Derecho (sic) y se declara parcialmente con lugar la presente demanda determinando como procedente la sanción a cargo de la demandante correspondiente a un 25% del total de la diferencia del impuesto determinado por la Administración Tributaria respecto de la Declaración de Impuesto sobre la Renta del período (sic) del 2004. Se deniegan los demás aspectos pretendidos por la Actora (sic). Se resuelve el presente asunto sin especial condenatoria en costas.” 

4.-

El licenciado Vincenti Rojas, en su expresado carácter formula recurso de casación indicando expresamente las razones en que se apoya para refutar la tesis del Tribunal. 

5.- En los procedimientos ante esta Sala se han observado las prescripciones de ley. 

Redacta el Magistrado González Camacho 

CONSIDERANDO 

I.-

La Administración Tributaria inició un procedimiento sancionador contra la empresa Kasakela Inc. S.A., aduciendo una infracción por falta de ingresos que se produjo como consecuencia de una omisión o inexactitud (artículo 81 Código Normas y Procedimientos Tributarios). Lo anterior como resultado de la fiscalización llevada a cabo en la que se determinó que se utilizaron varias sociedades, representadas por las mismas personas, para reducir la base imponible. En el traslado de cargos se comunicó que la sanción que procedía, en virtud de los hechos, corresponde a un 75% del monto fijado en el procedimiento determinativo, y que representa la suma de ¢15.527.399,00. El contribuyente interpuso proceso especial tributario en el que impugna dicho traslado de cargos, y solicita, en lo medular, que este se declare nulo e ilegal, porque no se logró demostrar reproche alguno en la conducta que se investigó, por lo que no es aplicable dicha sanción y, de manera subsidiaria, que en caso de rechazarse los anteriores ruegos, se disminuya el porcentaje de la sanción a un 25%. Requiere, de existir oposición, se condene al pago de ambas costas. La representación estatal contestó en forma negativa y alegó la defensa de falta de derecho, la cual fue acogida parcialmente por el Tribunal Contencioso Administrativo, y ordenó que se aplique la sanción correspondiente a un 25% del total de la diferencia del impuesto determinado por la Administración Tributaria, denegando los demás extremos de la pretensión. Se resolvió sin especial condenatoria en costas. 

II. - Mediante resolución de las 8 horas 30 minutos del 14 de mayo del presente año, esta Sala confirió audiencia a las partes para que se refirieran a la naturaleza del acto que se impugna. La parte actora manifestó que existe alguna jurisprudencia, mayoritariamente administrativa, que le atribuye a los traslados de cargos la calificación de actos preparatorios. Es erróneo, en su criterio, considerar a la resolución determinativa como el acto final. Aduce, la denominación utilizada por la Ley para este último acto genera confusión, ya que podría inferirse que es la única que determina la obligación. Afirma, si un traslado de cargos reúne todos los elementos del acto administrativo, así debe ser considerado, al margen del nombre utilizado por el ordenamiento jurídico. Los criterios sobre la materia, señala, han servido para obviar la discusión sobre los vicios y atropellos en que se incurre en la etapa procesal que se analiza, dentro de los que destaca la carencia absoluta de fundamentación lógica y coherente. Hace referencia al numeral 147, el cual regula el contenido de la resolución determinativa, y en particular, al penúltimo párrafo, con base en el cual se dispone que, en caso de que el contribuyente no proceda a impugnar el traslado de cargos, emitido de manera escueta y poco fundamentada, basta la referencia a este último para tener por satisfechos los requisitos establecidos en los incisos c), d) y e), de donde desprende la generación de efectos propios. Los actos en comentario, agrega, reúnen los elementos exigidos por la norma en comentario, por lo que asevera, no existe ningún elemento de la resolución determinativa que no esté contenido en el traslado de cargos, siendo se encuentran presentes aquellos necesarios para determinar la obligación tributaria. Plantea, el acto que se impugna tiene una forma escrita, motivos de hecho y de derecho, un contenido, identificado como la determinación de obligaciones tributarias o la imposición de sanciones, así como un, que puede ser el de reclamar las sumas que los contribuyentes adeudan al Fisco, tal y como lo disponen los ordinales 134, 133, 132 y 131 de la Ley General de la Administración Pública. Concluye, se tratan de actos administrativos con efectos propios, impugnables de manera autónoma en sede contencioso- administrativa. Por su parte, el Estado indicó que la acción se dirige contra un acto de procedimiento que no causa estado, ni tiene efectos propios, pues se dicta para dar inicio a lo que, eventualmente, puede ser la imposición de una sanción. Destaca, el administrado cuenta con potestades y mecanismo jurídicos suficientes para impugnar la procedencia del traslado de cargos, obteniendo, incluso, un acto final, y sobre el cual se pueden alegar todos los motivos de nulidad que resulten procedentes (ordinal 163 de la Ley General de la Administración Pública). Finalmente, considera, debe declararse inadmisible la demanda. 

III.-

El objeto del presente asunto es la declaratoria de nulidad del traslado de cargos no. 1931000116491, mediante el cual se comunica a la empresa Kasakela Inc. S.A. una presunta infracción administrativa por una falta de ingreso como consecuencia de una omisión o inexactitud, en los términos del numeral 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. En este sentido, es menester analizar si dicho acto es pasible de ser conocido ante la jurisdicción contencioso administrativa, en virtud de lo dispuesto por el precepto 18 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, el cual indica: “1. La acción será admisible en relación con las disposiciones y actos de la Administración, ya sean definitivos o de trámite; y en cuanto a estos últimos, si deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, de tal modo que pongan término a aquella vía o hagan imposible o suspendan su continuación. / 2. La impugnación de las disposiciones de carácter general se regirá por lo previsto en el artículo 20.” Cabe recordar que la frase “que no sean susceptibles de ulterior recurso en vía administrativa” fue anulada por la Sala Constitucional mediante el voto no. 3669- 06 de las 15 horas del 15 de marzo de 2006, el cual declaró inconstitucional el requisito del agotamiento previo de la vía administrativa (salvo en materia de contratación administrativa y municipal). La norma define cuáles actos administrativos son susceptibles de impugnación en la vía jurisdiccional, estableciendo dos supuestos. Como regla general, son revisables los actos definitivos, es decir, aquellos mediante los cuales se resuelve, con plenos efectos jurídicos, la cuestión específica que se encuentra en conocimiento de la Administración. En otras palabras, es aquel que manifiesta la voluntad de esta. Lo anterior implica que debe existir un acto final, aunque no sea necesario plantear todos los recursos administrativos para acudir a la tutela jurisdiccional. Asimismo, y en forma excepcional, el particular puede solicitar la nulidad, en forma directa, de aquellos actos de trámite que decidan directa o indirectamente el fondo de la cuestión o que impidan la continuación en vía administrativa, supuestos en los cuales los efectos que producen son asimilables a los que se derivan de un acto final. Se caracterizan por incidir, en forma autónoma, en la esfera jurídica de los justiciables. Lo anterior responde al concepto mismo de acto administrativo, el cual se caracteriza, de conformidad con el canon 130 de la Ley General de la Administración Pública, por ser una declaración unilateral productora de efectos jurídicos. Ahora bien, en el presente caso, es menester determinar si el traslado de de cargos que se impugna cumple con los requisitos exigidos por la legislación adjetiva para que pueda ser considerado como impugnable. A tales efectos, resulta indispensable considerar la ubicación del traslado de cargos dentro del procedimiento regulado en la normativa tributaria, así como los efectos que de él se derivan. 

IV.-

Sobre el procedimiento sancionatorio. A la Administración Tributaria, en el ejercicio de su función fiscalizadora, se le otorgan facultades para verificar y comprobar que la autoliquidación del impuesto realizada por el contribuyente se ajuste a las normas legales que lo regulan, de forma tal que, en caso de apreciar una declaración errónea que incida en la base imponible, el órgano competente puede proceder a realizar una fijación de oficio, ya sea aumentando o disminuyendo el monto que se debió pagar (preceptos 103, 124, 125 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, y los numerales 59, inciso a), 63 y 77 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización, y Recaudación Tributaria). Concomitantemente, en caso de que se determine que la base imponible declarada es menor a la debida, producto de un incumplimiento de las normas tributarias aplicables, el Fisco tiene la potestad, además de proceder al cobro de las sumas no percibidas, de imponer sanciones al contribuyente por la comisión de una infracción administrativa tipificada en el ordenamiento jurídico. En este caso, el procedimiento sancionatorio se inicia con una propuesta motivada, ante la cual surgen dos posibilidades para el contribuyente. La primera, autoliquidar la sanción, en cuyo caso la Administración se encuentra en el deber de emitir una resolución, la cual, en virtud de la remisión normativa realizada al párrafo final del numeral 147 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, no debe contener una apreciación de las pruebas y defensas alegadas, el fundamento de la decisión ni los elementos de determinación aplicados. En caso contrario, esto es, que el sujeto pasivo se rehúse a realizar el pago en forma voluntaria, se le debe comunicar un traslado de cargos, concediéndole un plazo de diez días para expresar lo que considere pertinente y aporte las probanzas correspondientes. Como se puede observar, el traslado de cargos constituye la intimación que realiza el Fisco, en el que se le detallan al contribuyente los hechos que se le imputan y las consecuencias que, en principio, se derivan de estos, a fin de que pueda ejercer su derecho a la defensa. Lo anterior es conteste con lo dispuesto en el artículo 75 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización, y Recaudación Tributaria, el cual define dicha actuación como “documentos que extienden los funcionarios de Fiscalización con el fin de trasladar al sujeto fiscalizado los resultados de sus actuaciones de comprobación e investigación en los casos en que se determine una diferencia de impuesto a cargo de sujeto pasivo, continuando así con el procedimiento de su determinación de oficio de la obligación tributaria si el sujeto manifiesta implícita o explícitamente, disconformidad con tales resultados.” Si bien la norma reglamentaria supra citada parece supeditar la continuación del procedimiento a que el administrado manifieste disconformidad con la imputación que se realizó, según el numeral 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios se arriba a la conclusión contraria. En este sentido, el precepto legal citado prevé que, una vez comunicado dicho acto, es decir, el traslado de cargos, y vencido el plazo que se debe conferir al sujeto fiscalizado, la Administración debe tomar una decisión en cuanto a la sanción, ya sea imponiéndola o noConfirma lo anterior el propio texto de la disposición en comentario, el cual establece que, una vez vencido este trámite –la audiencia al presunto infractor-, “la Administración Tributaria dictará la resolución respectiva, dentro de los quince días hábiles siguientes.” Asimismo, el texto del precepto 147 del mismo cuerpo normativo conlleva esta conclusión, al establecer los requisitos que debe cumplir toda resolución administrativa, dentro de los cuales, el inciso f) estipula como un contenido esencial del acto la “determinación de los montos exigibles por tributos”. Es a partir de este momento que se manifiesta la decisión del Fisco, es decir, emite un acto final. Ergo, la imposición y cuantificación de la sanción al sujeto pasivo incumpliente, no se dan con el traslado de cargos. Estos efectos son propios de la resolución a que se hizo referencia, una vez que se haya dado al contribuyente la posibilidad de oponerse a los cargos, es decir, que es hasta este punto que se puede hablar de un acto final o definitivo. Asimismo, es ante la emisión de este acto que da inicio la fase recursiva en sede administrativa. De lo dicho hasta este punto, se colige que el traslado de cargos constituye, a no dudarlo, un acto de trámite, el cual, como se indicó, no es objeto de impugnación judicial, salvo que concurran los presupuestos de hecho que configuran la excepción ya comentada (acto preparatorio con efecto propio). En este sentido, dicha condición debe ser acreditada por la parte actora, quien se encuentra compelido a señalar, en el caso concreto, que el acto específico surte efectos jurídico-fácticos, ya sea, al resolver el objeto del procedimiento o bien, por impedir que se continúe con su trámite, o en definitiva, que tenga incidencia directa en la situación jurídico subjetiva del o los destinatarios del acto o acuerdo. En la especie, es claro que el contenido del traslado de cargos no. 1931000116491 no presenta las características requeridas para que este sea impugnable en forma directa. En primer lugar, si bien en el expediente administrativo no consta que se haya emitido la resolución final, también resulta diáfano que el actor planteó el proceso, específicamente, contra dicho trámite, aproximadamente un mes después de que le fuera notificado, sin que aporte elementos probatorios al expediente de los cuales se pueda colegir que la Administración pretendiera ejecutar su contenido (lo cual sería, por demás, inviable). Asimismo, del propio texto del acto cuya nulidad se pretende, se colige que no es generador de efectos jurídicos, toda vez que, si bien indica que se da una infracción por inexactitud en los términos del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, lo hace a reserva de que “en el curso del procedimiento se demuestre la ausencia del elemento subjetivo o la concurrencia de alguna causa eximente de responsabilidad o se origine una sanción menor si corresponde”, para lo cual “se informa al interesado que, dentro del plazo de diez días hábiles podrá presentar un escrito de reclamo […] expresando lo que desee y aportando la prueba correspondiente…”. De igual manera, con base en la formulación de las pretensiones, tampoco se alega la existencia de un acto presunto, derivado de la aplicación de la figura silencial, lo que podría ser revisado en esta sede. En segundo lugar, debe observarse que el acto en comentario, en forma alguna, impide la continuación del procedimiento sancionatorio. De lo expuesto, se coligue que en la especie se debe descartar la concurrencia de las hipótesis excepcionales contenidas en el numeral 18 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

V.-

Según lo expuesto, y al margen del análisis de la aplicación de los principios del derecho sancionatorio administrativo en la praxis de la Administración Tributaria, en el caso concreto se da un supuesto de inadmisibilidad contemplado en el canon 60 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, cuya apreciación se puede realizar de oficio por parte de los juzgadores (numeral 41 de dicho cuerpo normativo). Ya que el traslado de cargos no. 1931000116491 no es un acto administrativo que pueda ser conocido en esta sede jurisdiccional, la demanda debe ser declarada inadmisible. Por la forma en que se resuelve el presente asunto, carece de todo interés el análisis de los agravios interpuestos en el recurso, omitiendo pronunciamiento sobre este. Asimismo, en aplicación de lo dispuesto en los numerales 221 del Código Procesal Civil y 98.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, las costas del proceso corren por cuenta de la parte actora. 

POR TANTO 

Se omite pronunciamiento sobre el recurso. De oficio, se anula la sentencia del Tribunal. Fallando por el fondo, se declara inadmisible la demanda y se condena a la parte actora al pago de ambas costas. 

Anabelle León Feoli 

Luis Guillermo Rivas Loáiciga Román Solís Zelaya 

Óscar Eduardo González Camacho Carmenmaría Escoto Fernández 
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